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Revisión 
Administrativa 
procedente de la 
Junta de 
Corredores, 
Vendedores y 
Empresas de 
Bienes Raíces 
de Puerto Rico   

 
Caso Núm.: 
JCBR2014-0004 
 
Sobre:  
Denegación de 
Licencia  

Panel integrado por su presidenta, la Juez Fraticelli Torres, la Juez Ortiz 
Flores y el Juez Ramos Torres. 
 
Ramos Torres, Juez Ponente 
 
 

SENTENCIA EN RECONSIDERACIÓN 

En San Juan, Puerto Rico a 22 de agosto de 2016. 

Con fecha del 31 de agosto de 2015 dictamos sentencia en el 

presente caso.  El Estado Libre Asociado solicitó reconsideración de dicha 

determinación.  Evaluados los méritos de la moción de reconsideración 

presentada, entendemos necesario corregir nuestra determinación 

emitida. Procedemos, por ello, a emitir esta Sentencia en Reconsideración.  

Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

desestima el recurso de revisión judicial.   

I. 

El 22 de diciembre de 2012, la Sra. Fuentes Bonilla fue notificada 

de que aprobó el examen de Corredora de Bienes Raíces de conformidad 

con la Ley Núm. 10-1994, Ley para Reglamentar el Negocio de Bienes 

Rices y la Profesión de Corredor, Vendedor o Empresa de Bienes Raíces 

en Puerto Rico, 20 L.P.R.A sec. 3033 (Ley para Reglamentar el Negocio 

de Bienes Raíces). Posteriormente, el 28 de junio de 2014, presentó ante 
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la Junta los documentos para completar su solicitud de licencia. Completó 

y presentó el formulario titulado “Solicitud de Licencia de Corredor y/o 

Vendedor de Bienes Raíces”. Presentó, además, un sello de rentas 

internas por $200.00, evidencia de haber aprobado el examen de 

reválida, evidencia de los pagos de póliza, seguros, fianza por $10,000.00 

y la apertura de una cuenta “escrow” con Oriental Bank and Trust, 

Certificación Negativa de ASUME, Certificado de Antecedentes Penales, 

Diploma de Bachillerato, entre otros.  

El 7 de agosto de 2013, la Junta, a través de su presidenta, Janette 

Torres Suárez, emitió una determinación en la cual denegó la solicitud de 

la licencia. Sostuvo lo siguiente: 

Como lo dispone la Ley Núm. 10 del 26 de abril de 1994, 
el Reglamento 5567, Artículo 17, Sección 1 y 2: “A partir 
de la fecha en que el examinado es notificado de que 
aprobó el examen, tendrá un término de noventa (90) 
días para radicar y someter a la Junta todos los 
documentos requeridos por la Ley o por este 
Reglamento y cumplir con todos los requisitos 
posteriores al examen que sean necesarios para 
completar el proceso de otorgamiento de licencia. 
Transcurrido el término de noventa (90) días sin que el 
examinado cumpla con lo establecido en la sección 
anterior, se archivará su solicitud por entender que el 
examinado no tiene interés en obtener su licencia y 
perderá su derecho a obtenerla por haber aprobado ese 
examen.” 
 
Basándose en disposiciones de Ley y reglamentarias la 
Junta determinó denegar su petición. La próxima fecha 
para solicitar es del 1 al 31 de agosto y la reválida será 
del 18 de septiembre en adelante. 
 

 Inconforme con el aludido dictamen, el 3 de septiembre de 2013, la 

recurrente presentó una “Solicitud de Reconsideración”. Planteó que las 

disposiciones reglamentarias que limitan a noventa (90) días el término 

para diligenciar la expedición de la licencia son inconstitucionales. Alegó, 

además, que las disposiciones en controversia contravienen la igual 

protección de las leyes; la doctrina de separación de poderes, el debido 

proceso de ley, tanto en su vertiente sustantiva como procesal, que no 

existió un escrutinio adecuado ni un interés apremiante del Estado para la 

disposición reglamentaria, y que se afectó injustificadamente un derecho 

adquirido de propiedad. La Junta no acogió la petición de Fuentes Bonilla. 
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 Así las cosas, el 17 de octubre de 2013, la recurrente presentó un 

recurso de revisión judicial ante este foro. Por entender que no se habían 

agotado todos los remedios administrativos, el 14 de febrero de 2014, 

dictamos Sentencia desestimando el recurso presentado. En razón de, un 

Panel Hermano ordenó la devolución del caso a la Junta para que 

culminara el proceso adjudicativo con la celebración de una vista 

administrativa.1  

 La Junta celebró una vista administrativa, el 29 de agosto de 2014, 

a la que comparecieron ambas partes. Mediante su Informe, el Oficial 

Examinador recomendó denegar la solicitud de licencia.  

La Junta emitió y notificó su Resolución el 18 de diciembre de 2014 

en la que acogió la recomendación del Oficial Examinador. En la misma 

señaló que: 

Del expediente administrativo surge que la señora 
Fuentes Bonilla sometió su solicitud de licencia 183 
días después de la fecha en que se le notificó haber 
aprobado el examen de corredor de bienes raíces, en 
contravención a lo dispuesto en el Reglamento Núm. 
5567, supra. A la fecha de la decisión de la Junta de 
denegar la solicitud de la licencia de la señora Fuentes 
Bonilla, así como a la fecha de este Informe, el artículo 
17 antes transcrito está en pleno vigor y no existe 
pronunciamiento alguno de un tribunal declarándolo 
inconstitucional, ilegal o invalido por cualquier razón. 
Lo cual implica que la Junta viene obligada a cumplir 
con la letra y el espíritu de dicha disposición legal.  
 

 No conteste con esta determinación, el 20 de enero de 2015, la 

Sra. María Mercedes Fuentes Bonilla acudió ante nos en recurso de 

revisión administrativa. Señaló los siguientes errores: 

Primer error: La Junta actuó de manera ultra vires al 
establecer, mediante reglamento, requisitos más 
abarcadores y no incluidos dentro de los poderes 
delegados en su Ley Habilitadora. Por lo cual, la 
disposición resulta inconstitucional al violar la cláusula 
de separación de poderes. 
 
Segundo error: En la alternativa, aun cuando hubiera 
sido delegado a la Junta el poder para reglamentar la 
disposición en controversia, la Junta se excedió del 
poder delegado al establecer una reglamentación 
arbitraria, caprichosa y que carece de fin público 
legítimo alguno. 
 

                                                 
1
 Anejo 7 a la pág. 66 del apéndice de la recurrente.  
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Tercer error: La Junta intervino con el derecho 
protegido de la recurrente de haber aprobado el examen 
de reválida y con el libre ejercicio de la profesión de 
corredora de bienes raíces, sin justificación legítima 
alguna. 
 
Cuarto error: La Junta actuó en violación al debido 
proceso de ley, en su vertiente procesal, al no brindar 
una adecuada notificación a la recurrente de los 
requerimientos del Art. 17, secciones 1 y 2, del 
Reglamento 5567 y de las consecuencias de su 
incumplimiento.  

  

El 31 de agosto de 2015 emitimos una determinación. 

Oportunamente, el 22 de septiembre de 2015 el recurrido presentó su 

“Solicitud de Reconsideración”.  

II. 

-A- 

La Ley para Reglamentar el Negocio de Bienes Raíces, supra, 

establece los requisitos para obtener la licencia de Corredor de Bienes 

Raíces en Puerto Rico. El artículo 10 de la referida ley dispone: 

Toda persona natural que aspire a ejercer la profesión de 
corredor de bienes raíces en Puerto Rico deberá cumplir 
con los siguientes requisitos: 

(a) Radicar ante la Junta una solicitud debidamente 
juramentada en el formulario que a esos efectos 
dicha Junta provea. 
(b) Presentar un certificado de antecedentes penales 
otorgado por la Policía de Puerto Rico, por el estado 
de los Estados Unidos de América y por el país 
extranjero, según corresponda, indicando que 
durante los cinco (5) años previo a dicha solicitud, no 
ha sido convicto por delito grave o delito menos grave 
que implique depravación moral, disponiéndose que 
este requisito puede cumplirse en cualquier momento 
antes de que la Junta expida la licencia. De el 
solicitante cumplir con este requisito luego de 
aprobado el examen y aparecer en el certificado 
delitos que lo descalifiquen para obtener la licencia, la 
Junta podrá rechazar la solicitud por incumplimiento 
de este requisito. 
(c) Ser mayor de dieciocho (18) años. 
(d) Ser graduado de escuela superior o su 
equivalente. 
(e) Disponiéndose, que a partir del 1ro. de julio de 
1995, deberá haber aprobado un mínimo de sesenta 
(60) créditos universitarios en instituciones 
acreditadas o reconocidas por el Consejo de 
Educación Superior. Los corredores de bienes raíces 
que poseen licencia a la fecha de aprobación de esta 
ley no tendrán que cumplir con este requisito. 
(f) Haber aprobado el examen de corredor de bienes 
raíces que ofrezca la Junta. 
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(g) Cumplir con los requisitos de educación para 
licencia de bienes raíces establecidos en esta ley. 
(h) Pagar la cantidad de doscientos (200) dólares en 
comprobante de Rentas Internas. 
(i) Presentar una certificación de la institución 
bancaria donde está la cuenta de Depósito de Plica o 
especial que usará en sus gestiones como corredor. 
 

20 L.P.R.A. sección 3033. 
 

Según se puede apreciar, la ley no contiene como requisito un 

término para entregar todos los documentos requeridos.  

Mediante la Ley Núm. 10-1994 se creó, además, la Junta de 

Corredores, Vendedores y Empresas de Bienes Raíces. El artículo 9 de la 

Ley establece, en lo aquí pertinente, las facultades y deberes de la Junta; 

en específico los incisos k y j disponen:  

(k) Establecer por reglamento los requisitos de cursos o 
estudios y las materias específicas necesarias para ejercer 
la profesión de corredor o vendedor de bienes raíces y los 
cursos de educación continua requeridos para solicitar la 
renovación de la licencia de corredor o vendedor de bienes 
raíces. 
 
(l) Adoptar, no más tarde de los noventa (90) días siguientes 
a la fecha de vigencia de esta ley, los cuales deberán 
establecer, sin que se entienda como una limitación, los 
requisitos y procedimientos para solicitar la expedición o 
renovación de licencias y así como los procedimientos para 
la celebración de vistas públicas o administrativas. Tales 
reglamentos no entrarán en vigor hasta tanto se cumpla con 
el trámite para su adopción establecido por la Ley 170 del 
12 de agosto de 1998, conocida como "Ley de 
Procedimiento Administrativo Uniforme del Estado Libre 
Asociado de Puerto Rico". 
 

20 L.P.R.A. sección 3032 
 
Así pues, fue creado el Reglamento Núm. 5567 de 3 de abril de 

1997, conocido como el Reglamento de la Ley para Reglamentar el 

Negocio de Bienes Raíces en Puerto Rico (Reglamento Núm. 5567). El 

mismo, dispone el procedimiento a seguirse una vez se ha aprobado el 

examen de reválida. El artículo 17 señala que: 

Sección 1. A partir de la fecha en que el examinado es 
notificado de que aprobó el examen, tendrá un término de 
noventa (90) días para radicar y someter a la Junta todos los 
documentos requeridos por la Ley o por este Reglamento y 
cumplir con todos los requisitos posteriores al examen que 
sean necesarios para completar el proceso de otorgamiento 
de la licencia. 
Sección 2. Transcurrido el término de noventa (90) días sin 
que el examinado cumpla con lo establecido en la sección 
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anterior, se archivara su solicitud por entender que el 
examinado no tiene interés en obtener su licencia y perderá 
su derecho a obtenerla por haber aprobado ese examen.  

 
-B- 

Es norma reiterada que los tribunales debemos ser celosos 

guardianes de nuestra jurisdicción, por lo que tenemos el deber ineludible 

de auscultar dicho asunto con preferencia a cualesquiera otros. Véase, 

Carattini v. Collazo Syst. Análisis, Inc., 158 D.P.R. 345, 355 (2003); Ponce 

Fed. Bank v. Chubb Life Ins. Co., 155 D.P.R. 309, 332 (2001).  Ese deber 

también se extiende a constatar la jurisdicción del foro de donde procede 

el recurso. Ello, debido a que la falta de jurisdicción no es susceptible de 

ser subsanada por ningún tribunal, ni pueden las partes conferírsela 

cuando no la tienen. Dávila Pollock et als. v. R.F. Mortgage, 182 D.P.R. 

86(2011); Ponce Fed. Bank v. Chubb LIfe Ins. Co., supra, a la pág. 332.       

Ello así, la jurisdicción no se presume. Los tribunales no tienen 

discreción para asumir jurisdicción donde no la hay, por lo que “cuando un 

tribunal dicta una sentencia sin tener jurisdicción sobre las partes o la 

materia, su decreto es uno jurídicamente inexistente o ultra vires”. 

Maldonado v. Junta, 171 D.P.R.  46, 55 (2007); Empress Hotel, Inc. v. 

Acosta, 150 D.P.R. 208, 212 (2000).       

Un recurso prematuro, al igual que uno tardío, sencillamente 

adolece del grave e insubsanable defecto de falta de jurisdicción. 

Hernández v. Marxuach Const. Co., 142 D.P.R. 492, 495 (1997); Pérez v. 

C.R. Jiménez, Inc., 148 D.P.R. 153, 154 (1999).   Por ende, su 

presentación carece de eficacia y no surte ningún efecto jurídico, ya que 

no existe autoridad judicial para acogerlo. Pueblo v. Santana Rodríguez, 

148 D.P.R. 400, 402 (1999).     

-C- 

La sección 2.7 de la Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme 

del Estado Libre Asociado de Puerto Rico (LPAU), dispone el 

procedimiento para presentar una acción de nulidad con el propósito de 
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impugnar una regla o reglamento.  El estatuto establece un término de 

treinta (30) días posteriores a la fecha de vigencia del 

reglamento para impugnar la validez de su faz.  Sobre este particular la 

citada sección dispone expresamente:      

Nulidad y término para radicar la acción     

(a)   Una regla o reglamento aprobado después de la fecha 
de efectividad de esta ley será nulo si no cumpliera 
sustancialmente con las disposiciones de este capítulo.     

(b)  Cualquier acción para impugnar la validez de su faz de 
una regla o reglamento por el incumplimiento de las 
disposiciones de este capítulo deberá iniciarse en el 
Tribunal de Apelaciones dentro de los treinta (30) 
días siguientes a la fecha de vigencia de dicha regla o 
reglamento.  La competencia sobre la acción 
corresponderá a la región judicial donde esté ubicado el 
domicilio del recurrente.     

(c)  La acción que se inicie para impugnar el procedimiento 
seguido al adoptar las reglas o reglamentos de que se trate 
no paralizará la vigencia de los mismos, a menos que la ley 
al amparo de la cual se adopta disponga expresamente lo 
contrario.     
  

3 L.P.R.A. sec. 2127. (Énfasis nuestro).   

En J.P. v. Frente Unido I, 165 D.P.R. 445, 462 (2005), el Tribunal 

Supremo interpretó el alcance de la acción dispuesta en el inciso b de la 

Sección 2.7 de la LPAU y concluyó lo siguiente:   

Cualquier persona puede impugnar la validez de una regla o 
reglamento aprobado por una agencia administrativa por el 
incumplimiento de las disposiciones de la L.P.A.U. dentro del 
término de treinta días, haya participado o no durante la 
celebración de las vistas públicas celebradas como parte del 
proceso para su aprobación. No tiene que ser afectado por 
la aplicación de dicha regla o reglamento para tener la 
capacidad para promover la referida impugnación ante el 
Tribunal de Apelaciones.   
 

(Énfasis nuestro.). Véase, además, Centro Unido Detallistas v. Com. Serv. 

Pub., 174 D.P.R. 174, 184 (2008).   

  Por otro lado, transcurrido el término de treinta (30) días antes 

reseñado, solamente podrá impugnar el reglamento aquella persona 

afectada por la aplicación del mismo, en cualquier momento, ante 

el Tribunal de Primera Instancia. De conformidad con tal principio, 

nuestro Tribunal Supremo ha reconocido “que la acción de impugnación 
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reglamentaria provista por la L.P.A.U. es distinta de cualquier proceso que 

pueda entablar un ciudadano agraviado por la acción de una agencia, bien 

tras un procedimiento de adjudicación o a raíz de la aplicación de un 

reglamento que, a su entender, carezca de validez”. Centro Unido 

Detallistas v. Com. Serv. Pub., supra, págs. 184-185; Asoc. Dueños Casas 

Parguera, Inc. v. J.P., 148 D.P.R. 307, 315 esc. 4 (1999); D. Fernández 

Quiñones, Derecho administrativo y Ley de Procedimiento Administrativo 

Uniforme, 2da ed. rev., Bogotá, Ed. Forum, 2001, Sec. 3.2(I), págs. 120–

122.   

III. 

Como hemos detallado, la señora Fuentes en síntesis, intenta 

impugnar el Reglamento Núm. 5567, supra, en su aplicación. Ello así, y 

como bien detalló el Estado en su solicitud de reconsideración, esta curia 

no ostenta jurisdicción para atender el recurso de revisión presentado.  

En el caso de autos, la fecha de efectividad del Reglamento en 

cuestión lo es el 3 de mayo de 1997. Ello así, para solicitar la impugnación 

de su faz de un reglamento de conformidad con la Sección 2.7 de la LPAU, 

supra, correspondía  presentar su recurso de revisión ante este Tribunal 

de Apelaciones, dentro de los treinta (30) días siguientes.   

Toda vez que la señora Fuentes Bonilla impugna el Reglamento 

Núm. 5567 en su aplicación, corresponde que acuda ante el Tribunal de 

Primera Instancia en armonía con lo establecido por nuestro mas alto foro 

en el caso de J.P. v. Frente Unido I, supra.  

IV. 

Por los fundamentos antes expuestos, desestimamos el recurso de 

revisión judicial presentado.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.   

 

Dimarie Alicea Lozada 
    Secretaria del Tribunal de Apelaciones  


